
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 22 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega amparo
Radicación Nro. :

 66001-22-13-000-2017-01231-00
Accionante: 
 LUZ MARINA CASTRO CASTRILLÓN

Accionado:
JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / INEXISTENCIA DE LA SITUACIÓN ARGÜIDA / NIEGA. Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, carecen de veracidad, pues no fue eso lo que aconteció en la audiencia referida. En conclusión, como la queja en estudio, obedece a una situación diferente a la que refleja el expediente, se negará la protección invocada. No sobra señalar, sin embargo, que, si lo pretendido, como se desprende del libelo, es restarle eficacia a lo dispuesto por el Juzgado en cuanto atañe con el trámite dispensado a la solicitud de acuerdo de reorganización, tal cuestión debe ventilarse en el escenario natural antes de acudir, de manera directa, a esta vía, que es subsidiaria.
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Acta N° 618 de noviembre 22 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, promovida por Luz Marina Castro Castrillón, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira CORPEREIRA, Jhon Omar Candamil Calle, los acreedores reconocidos dentro del proceso de liquidación judicial de aquella entidad y el Juzgado Primero Civil del Circuito.
ANTECEDENTES

Por intermedio de apoderado judicial, Luz Marina Castro Castrillón reclama la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y el libre acceso a la administración de justicia, que estima vulnerados por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, dentro del proceso de liquidación judicial que allí se adelanta respecto de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira CORPEREIRA, radicada con el número 66001-31-03-003-2013-00221-00 .
Consecuencialmente, se pide “…la revisión del auto que dio trámite a la aplicación del Artículo 66 de la Ley 1116 de 2006, el día Tres (03) de Octubre de 2017, a fin de que se garantice el debido proceso y el acceso a la Justicia y sea declarado Nulo. DECRETAR, Al Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira. Que le reconozca el derecho que tiene mi poderdante” -sic-.
Los hechos en que se soporta ese pedimento, se puede resumir de la manera siguiente: 

La Superintendencia de Sociedades, aceptó la promoción de un acuerdo de reestructuración de CORPEREIRA, conforme a la Ley 550 de 1999, según remisión de la Ley 1445 de 2011; la misma finalizó por incumplimiento de la entidad deudora y, en consecuencia, el Juzgado Tercero Civil del Circuito ordenó la apertura del proceso de liquidación judicial, que cursa en el Juzgado Quinto de igual categoría, por reasignación de competencias. Agotadas varias etapas de ese trámite, un grupo de acreedores, solicitó la celebración de un acuerdo de reorganización dentro de la liquidación, según voces del artículo 66 de la ley 1116 de 2006. El 5 de septiembre de 2017, se convocó a audiencia para revisar su viabilidad , la cual llevó a cabo el 3 de octubre siguiente, “…pero sin llegar a revisar si es posible la aplicación del artículo 66 de la ley 1116, por cuanto la Ley 1145 de 2011, norma especial y posterior a la de insolvencia prescribe en su artículo 9 que debe realizase por intermedio de la Ley 550 de 1999”; que en la mencionada audiencia no le fue permitido, como quedó registrado en los audios de la misma, que su apoderado pudiera interponer los recursos de Ley, pese a estar legitimado para ello; al evitar que se presentaran estos, se violó el debido proceso consagrado en la Constitución Nacional, pues el Juez no permitió que ningún togado pudiera siquiera presentar su desaprobación por lo resuelto en la misma. 
Se dispuso el trámite de rigor con auto del 8 de noviembre y la vinculación de quienes se estimó conducente.
La titular del despacho judicial indicó que ha adelantado el proceso respectivo con la garantía de los derechos constitucionales, inclusive el de contradicción que le asiste al abogado de la accionante, específicamente dentro de la audiencia celebrada el 3 de octubre último, en la que al concedérsele el uso de la palabra, concluyó que su intención no era interponer ningún recurso contra lo allí decidido. Además, remitió las copias solicitadas (f. 22 y 23).





Por su parte, Jhon Ómar Candamil Calle, en representación de CORPEREIRA, expresó que acata todas las decisiones del Juez del concurso; no obstante le ha manifestado, en repetidas ocasiones, sobre la imposibilidad de aplicar el artículo 66 de la Ley 1116 de 2006, sin eco alguno. 
 



Con posterioridad se informó que el proceso de liquidación fue remitido al Juzgado Primero Civil del Circuito local, al que, entonces, se citó también al presente trámite, sin que hiciera algún pronunciamiento. 
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, porque, aduce la demandante, el Juzgado no le permitió a su representante judicial interponer recursos contra la decisión adoptada en la audiencia celebrada el 3 de octubre de 2017, dentro del proceso de liquidación judicial que allí se adelanta respecto de CORPEREIRA, relacionada con la aplicación del artículo 66 de la Ley 1116 de 2006, para revisar la viabilidad del acuerdo de reorganización allí presentado, pues considera que existe norma especial sobre el tema, esto es, la Ley 1445 de 2011, de manera que dicho trámite debe sujetarse, por remisión de esta, a lo prevenido por la Ley 550 de 1999. 
  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, que llevó a cabo la actuación que se reprocha, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este caso no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado no permitió al apoderado judicial que la asiste, ni a ninguno otro, que interpusiera los recursos frente a tal determinación, pese a la legitimación que tenía, situación que no corresponde a la realidad.

 



En efecto, el despacho judicial informó, y además, queda demostrado con los anexos remitidos (f. 23. archivos audiencias 1, 2,3) que durante el desarrollo de la audiencia, en momento alguno, luego de tomar las decisiones pertinentes, hubiese vedado en forma expresa, como señala la demandante, la facultad que le asistía a cada uno de los intervinientes para elevar las inquietudes o contradicciones que les generaran las resoluciones adoptadas. Por el contrario, a lo largo de la audiencia se concedía la posibilidad, aquí sí expresa, de que se hicieran las manifestaciones que a bien tuvieren y al finalizar la misma, se proclamó que lo resuelto quedaba notificado en estrados, sin ninguna clase de aditamento acerca de que no procediera algún recurso. Lo que ocurrió es que ninguna inconformidad se planteó.
  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, carecen de veracidad, pues no fue eso lo que aconteció en la audiencia referida. 

  
En conclusión, como la queja en estudio, obedece a una situación diferente a la que refleja el expediente, se negará la protección invocada.

  



No sobra señalar, sin embargo, que, si lo pretendido, como se desprende del libelo, es restarle eficacia a lo dispuesto por el Juzgado en cuanto atañe con el trámite dispensado a la solicitud de acuerdo de reorganización, tal cuestión debe ventilarse en el escenario natural antes de acudir, de manera directa, a esta vía, que es subsidiaria.
 



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo solicitado por Luz Marina Castro Castrillón, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS      

DUBERNEY GRISALES HERRERA
5

